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Resumen

Este artículo ofrece una contribución al análisis de las posibles reformas electorales en 

la Cuba actual, considerando el necesario enfoque sistémico de la actualización del 

modelo integral de desarrollo socialista, que sobrepase la esfera económica, fortalezca 

la más amplia participación popular y el consenso político nacional por una mayor 

democratización del sistema político. Este objetivo se materializa a través de un balance 

crítico del proceso de reformas que ha tenido lugar en el sistema electoral cubano y las 

perspectivas de cambios. Se precisa que este proceso no es aislado, sino que se enmarca 

en el mencionado enfoque del modelo y debe acompañar de manera permanente 

las transformaciones económicas, culturales, sociales, políticas e ideológicas que 

garanticen la integralidad de los procesos de transformación revolucionaria de la 

sociedad cubana. En el artículo se hace una propuesta de posibles nuevas reformas 
electorales en el país vinculándola, desde la misma visión crítica, a los preceptos de la 

Constitución aprobada en referendo en febrero de 2019 –que no ofreció novedades en 

el plano de las elecciones directas- y con la premisa clave de desarrollo político definida 
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por este autor: la necesaria participación popular cada vez más amplia, activa, directa, 
sistemática, creativa, real, efectiva, deliberativa y vinculante de la población en la toma 

de las decisiones más trascendentes del país.

Palabras clave: sistema electoral, reforma electoral, consenso político, participación 

popular, modelo cubano integral de desarrollo socialista

Abstract

This article offers a contribution to the analysis of possible electoral reforms in Cuba 

today, considering the necessary systemic approach to updating the integral model 
of socialist development, which going beyond the economic sphere, strengthens 

the broadest popular participation and national political consensus by further 

democratization of the political system. This objective is materialized through a critical 

assessment of the reform process that has taken place in the Cuban electoral system 

and the prospects for change. It is specified that this process is not isolated, but is part 

of the approach (mentioned above) of the model and must permanently accompany 

the economic, cultural, social, political and ideological transformations in a way to 

guarantee the integrality of the processes of revolutionary transformation of Cuban 

society. The article makes a proposal for possible new electoral reforms in the country, 

linking it, from the same critical point of view, to the precepts of the Constitution 

approved by a referendum in February 2019 -which did not offer any innovations in 

terms of direct elections- and with the key premise of political development defined 

by this author: the necessary increasingly broad, active, direct, systematic, creative, real, 
effective, deliberative and binding popular participation of the population in making the 

most important decisions of the country.

Keywords: electoral system, electoral reform, political consensus, popular 

participation, comprehensive Cuban model of socialist development

Introducción

Los procesos de las transformaciones socialistas en Cuba continúan caracter-
izándose por su carácter transicional. Sobre ellos continúan influyendo con 
fuerza las condiciones de una economía subdesarrollada, la crisis económica 
interna aun persistente –aunque en proceso de transformación–, la hostilidad 
creciente de los gobiernos de Estados Unidos de Norteamérica (EE.UU.) (espe-
cialmente el de Donald Trump, sin cambios con la presidencia de Joe Biden) y la 
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resistente pandemia de la Covid-19 en 2020–2022, que no solo “desnudó al 
príncipe” en los países altamente desarrollados, sino que su persistencia y mayor 
virulencia desbordó las posibilidades de otros muchos países, incluyendo Cuba 
(no obstante, esta última ha logrado desde finales de 2021 un progresivo control 
de la enfermedad gracias, ante todo, a la creación y producción de vacunas pro-
pias, nacionales).

El ascenso de Joe Biden al gobierno no ha modificado en nada las nuevas 
políticas agresivas de Donald Trump. Por el contrario, en julio de 2021, 
aprovechando un pico alto de la pandemia en Cuba y de las dificultades económi-
cas, implementó una agresiva campaña de manipulación mediática desde Estados 
Unidos y de apoyo logístico directo para provocar un estallido social en Cuba y 
promover el derrocamiento del gobierno revolucionario.

Queda claro que, junto a las dificultades externas, actúan los errores económi-
cos y políticos propios y los objetivos incumplidos por diferentes causas, sin 
negar la colosal obra social, cultural y política del socialismo cubano.

Es necesario destacar que la actualización del modelo político, social, cultural 
e ideológico, que garantice la integralidad de los procesos de transformación 
revolucionaria de la sociedad cubana, continúa siendo una demanda de difer-
entes sectores poblacionales. En ese sentido, ha resultado ser un proceso 
democrático-participativo trascendental entre 2018 y 2019 la elaboración de un 
anteproyecto de nueva Constitución de la República por una comisión parla-
mentaria, su análisis por la Asamblea Nacional del Poder Popular que le hizo 
modificaciones y lo aprobó en principio, la amplia consulta popular para su 
debate y perfeccionamiento (agosto-noviembre de 2018), una nueva discusión 
en la Asamblea Nacional que lo convirtió en proyecto (diciembre de 2018) y el 
referendo nacional para su aprobación definitiva como nueva Constitución de la 
República que tuvo lugar el 24 de febrero de 2019 (Constitución de la República 
de Cuba 2018; 2019).

Caben aquí algunas precisiones conceptuales y políticas, según opinión de 
este autor. Se está utilizando el término anteproyecto (que no fue empleado en el 
proceso transcurrido) porque se considera que, tanto en el lenguaje académico 
en general, como jurídico o científico-político en particular, como en el orden de 
la práctica legal y política, hubo un error de partida: se denominó proyecto a un 
documento que sería sometido a consulta popular para ser modificado y enrique-
cido y que en realidad debió ser nombrado anteproyecto, proyecto preliminar u 
otro término similar. No es tampoco lo más adecuado llamarle ‘nueva 
Constitución aprobada’ al documento jurídico-político que luego sería sometido 
a referendo. Tal posición fue interpretada por académicos y otros muchos 
actores políticos –según sondeo realizado por este y otros investigadores– como 
que la afirmación hecha en casi todos los discursos acerca de que ya teníamos 
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una nueva Constitución aprobada antes de efectuarse el referendo, resultó un 
enfoque impreciso que tuvo efectos contraproducentes. Para muchos, era lo cor-
recto. Otros tantos la interpretaron, en el mejor de los casos, como muestra de 
un espíritu triunfalista con respecto a los posibles resultados del referendo. Un 
tercer grupo especuló que fue una muestra de que algunos dirigentes y funcion-
arios políticos consideraban que el referendo sería mera formalidad. Hubo otro 
grupo de opiniones que fueron más allá y plantearon que tal afirmación fue una 
subestimación –consciente o no– del papel de la población en relación con su 
Constitución. Nadie lo dude: el asunto se convirtió en pretexto a los detractores 
de la consulta popular y del carácter participativo del proceso de creación con-
stitucional para afirmar que “ya todo estaba decidido de antemano”.

Parecería un juego de palabras o un asunto de simple semántica. Pero ni la 
semántica es simple ni es intrascendente un uso de los términos, conceptos y 
categorías del lenguaje que pueda ser impreciso, provocar alguna confusión o 
afectar la sensibilidad de sectores poblacionales, más cuando se refiere a los 
análisis que sobrepasan con creces el decir cotidiano. Los medios de comuni-
cación tampoco ayudaron durante el proceso en la corrección necesaria. Los 
programas informativos, los espacios “de opinión” y hasta spots televisivos se 
manifestaron en los mismos términos, a veces de manera categórica, pero el 
enfoque político del asunto siempre exigirá una mayor claridad para su mejor 
comprensión. Todavía al concluir la consulta popular, para que ese nuevo texto 
fuera una realidad efectiva y entrara en vigor, era necesario concluir el proceso 
con otros tres pasos: su aprobación (ratificación) por los electores en el refer-
endo, su proclamación oficial, y su publicación en la Gaceta Oficial de la 
República. Sin duda alguna el proceso constitucional de 1974–76 mostró más 
claridad y precisión en estos asuntos conceptuales y políticos.

Se ha abordado la temática en esta introducción no solo por el hecho concreto 
que se valora, sino también por la importancia de los puntos de partida episte-
mológicos, teóricos y metodológicos para cualquier análisis político en los asuntos 
que nos ocupan en este material: la participación de los ciudadanos en elecciones 
periódicas, plebiscitos, referendos y consultas populares relacionadas. La prob-
lemática electoral, de gran impacto social y político-legitimador, provocadora de 
polémicas y confusiones en el debate político cubano y de otros países desde hace 
mucho tiempo, exige una atención especial a estos presupuestos paradigmáticos.

En publicaciones anteriores se han introducido tópicos un tanto polémicos –
que impactan lo electoral– como el necesario enfoque integral y multidisciplinar 
de la Constitución y de las leyes, algunos antecedentes y problemas de actualidad 
del cambio político hasta inicios de 2018, una síntesis de las posibles reformas 
del sistema político en su conjunto y algunos criterios de calidad de las consultas 
populares (Duharte Díaz 2018).
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Este artículo se plantea como objetivo fundamental contribuir a la formula-
ción de posibles nuevas reformas electorales en Cuba como factores legitimadores 
del sistema político, a partir del enfoque sistémico de la actualización del mod-
elo integral de desarrollo socialista, en el marco de las posibilidades que ofrece 
la nueva Constitución de 2019 y considerándolas una expresión fundamental 
de desarrollo político: como forma relevante de la necesaria participación pop-
ular cada vez más amplia, activa, directa, sistemática, creativa, real, efectiva, 
deliberativa y vinculante de la población en la toma de las decisiones más tras-
cendentes del país.

Algunos puntos de partida conceptuales fundamentales

Desde la óptica de la Ciencia Política, en la cual se hace énfasis en este artículo –sin 
soslayar los acercamientos al enfoque multidisciplinar– es imprescindible partir de 
algunas categorías (conceptos fundamentales) que sirven de base de manera directa 
al texto.1

En primer lugar, interesa definir la posición autoral en relación con el sistema 
político. En las Ciencias Sociales, desde la génesis del pensamiento político 
antiguo, se han desarrollado diversos esfuerzos paralelos de distintos enfoques 
que confluyen en lo que se ha dado en llamar teoría general de los sistemas, sin-
tetizada por Ludwig von Bertalanffy, de la cual, en buena medida, parte el 
concepto en cuestión, enriquecido por los aportes de politólogos, sociólogos, 
antropólogos políticos, juristas y otros especialistas. Aunque en general continúa 
siendo un asunto polémico, teniendo en cuenta lo producido hasta hoy, es posi-
ble señalar que se ha establecido una especie de consenso en la comunidad 
académica que se puede sintetizar así: no restringir el concepto de sistema 
político solo a la estructura u organización política de la sociedad, o sea, al con-
junto de organizaciones, organismos e instituciones que dirigen esta, sino que el 
mismo abarca otros elementos como son: las relaciones políticas (entre los difer-
entes componentes dentro de la propia organización política y de esta con la 
sociedad en su conjunto); los elementos reguladores del sistema (normas políti-
cas y jurídicas, especialmente la Constitución y las leyes de un país), y la cultura 
e ideología políticas orientadas al afianzamiento, desarrollo y mantenimiento de 
un determinado régimen social.2

1	 El espacio no permite una exposición detallada. Solo se aportan criterios básicos 
para que se conozca el posicionamiento teórico del autor sobre esas categorías. Más 
argumentos aparecen en las fuentes referidas en el texto.

2	 Ver, por ejemplo, no sólo Duharte Díaz (2010), sino también las demás referencias bibli-
ográficas que allí se ofrecen.
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Si este concepto general se ajusta a las particularidades de una sociedad en 
transición al socialismo, entonces se puede definir como el conjunto de: a) 
organizaciones, organismos e instituciones partidistas, estatales, juveniles, de 
masas y socio-profesionales (organización política) que tienen la misión de diri-
gir el proceso de construcción de esa nueva sociedad y de servir de vehículo para 
la participación cada vez más activa de las masas en la dirección de los procesos 
económicos, políticos, culturales y sociales, o sea, en la formulación y toma de 
decisiones políticas; b) relaciones que se establecen dentro de la organización 
política y de esta con la sociedad en su conjunto (relaciones políticas), que deben 
ser solidarias, donde prime la tendencia a la integración político-social y no el 
conflicto en el sentido de competencia política despiadada en pos de una dis-
tribución desigual y no equitativa del poder y de la riqueza social; c) normas o 
regulaciones políticas y jurídicas (elementos reguladores del sistema) como son 
la Constitución y las leyes, los estatutos y reglamentos partidistas y de otras 
organizaciones, y otros; d) cultura e ideología políticas orientadas al establec-
imiento, consolidación y defensa del régimen social socialista. (Duharte Díaz 
2010, págs 195–196).

El sistema político, para su establecimiento y consolidación, debe perma-
nentemente reforzar su legitimidad. Un poder es legítimo si existe un consenso 
sobre su reconocimiento y aceptación social. Un poder ilegítimo deja de ser 
poder y no es más que dominación. O sea, no es suficiente la tradición, la ley y 
el carisma para lograr la legitimidad (Weber 1971). Según Duverger “. . .el único 
fundamento, la única fuente de legitimidad de un poder, es que esté conforme 
con el esquema de legitimidad definido por el sistema de valores y de normas de 
la colectividad donde se ejerce, y que exista un consenso en el interior de esta 
sobre dicho esquema” (Duverger 1983, p. 184). “En un sentido muy amplio y 
genérico, este concepto evoca la idea de algo auténtico, justo, equitativo, razon-
able. En su significado politológico específico denota la existencia, al menos en 
la porción principal de la población, de un consenso, que asegure una adecuada 
disciplina social sin necesidad de recurrir a la coerción, salvo en casos margina-
les” (Arnoletto 2000, p. 210). La legitimidad es un elemento que integra las 
relaciones en el sistema político. En cuanto a la relación entre legitimidad y 
legalidad, en la cual se presentan regularmente tensiones, lo importante es saber 
captar en qué medida la ley es socialmente aceptada (y no solo acatada) por la 
sociedad a la cual se destina. Ello depende del grado en que la norma jurídica 
responde al sistema de valores culturales (en sentido amplio) que rige realmente 
en la sociedad o colectividad dada.

¿Y qué es el consenso político? Es un acuerdo o afinidad entre los miembros 
de una sociedad, referido en principio a valores culturales y normas; y, en niveles 
más profundos y detallados, a la desiderabilidad de los objetivos sociales y de los 
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medios aptos para lograrlos. Hay al menos dos niveles de consenso: el consenso 
sobre las reglas del juego político, que es el más importante; y el consenso sobre 
fines y medios instrumentales específicos. La falta del primero produce conflic-
tos políticos: la del segundo causa crisis del régimen político: de allí deriva su 
mayor importancia y la mayor gravedad de su carencia (Arnoletto 2000). El 
consenso, en síntesis, es ese acuerdo no necesariamente escrito que une a los 
ciudadanos alrededor de determinados principios, normas, valores, sentimien-
tos, tradiciones, ideales y proyectos; es el mecanismo que expresa y garantiza la 
legitimidad de un sistema, régimen, programa, organización o líder social, es 
decir, su credibilidad, aceptación y confianza.

En función del presente artículo hay otras tres categorías que son básicas: 
sistema electoral, ley electoral y reforma electoral. Se ofrecen sus definiciones, en 
síntesis.

Las elecciones son un factor clave de consenso. Pero ellas no son actos aisla-
dos, sino que constituyen un sistema. El sistema electoral es el conjunto de las 
llamadas reglas básicas del juego o procedimientos que se ponen en práctica en 
los procesos de elección de candidatos (representantes o personas) para difer-
entes cargos públicos; es el complejo mecanismo integrado que expresa la 
voluntad política de los electores en votos y convierte a estos últimos en escaños 
o poder público (si la elección es para diferentes tipos de asambleas legislativas 
o deliberantes de cualquier orden). El sistema electoral es una variable con influ-
encias múltiples en la sociedad: en la aplicación de los principios de representación 
y de participación que están en la base de la técnica electoral, en la estructura-
ción de los partidos políticos y sus relaciones con el electorado, en los tipos de 
competencia y de comportamiento políticos, en la capacidad del sistema político 
de generar bienestar social, en la polarización ideológica y política de la sociedad 
y en la legitimidad del sistema político (IIDH 2000, págs. 1147–1176).

La ley electoral constituye un componente fundamental del respaldo legal que 
requiere el sistema electoral de un Estado, junto a la refrendación constitucional 
que el mismo exige. Mientras, que la Constitución política instituye los principios, 
normas y valores políticos generales que rigen ese sistema, la ley electoral, en par-
ticular, debe tener como propósito delimitar, concretar, establecer con precisión 
esas reglas básicas específicas del juego y los métodos y formas puntuales de su 
aplicación. La ley electoral es uno de los elementos reguladores del sistema político, 
específicamente de los procesos eleccionarios como una de las modalidades de par-
ticipación política. Ella debe cumplir también un propósito social participativo, 
convertirse en un factor legitimador del sistema político, aunque lograrlo en la 
realidad depende de la calidad de su elaboración e implementación.

La ley electoral, mediante su aplicación, tiene también como propósito con-
vertirse en un proceso que favorezca la influencia política sobre los ciudadanos, 
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fenómeno que es esencialmente clasista. Todo sistema electoral –hasta donde se 
conoce hoy– respalda a las fuerzas políticas prevalecientes en una sociedad dada, 
expresa los intereses políticos de la clase o coalición socioclasista dominante, 
más allá de los múltiples intentos (teóricos y prácticos) de conformar sistemas, 
diseñar y promulgar leyes electorales que, supuestamente, tengan en cuenta 
todos los intereses en pugna.

Importa ahora definir la reforma electoral. Para esbozarla se parte de la con-
cepción misma de qué es reforma y cómo conceptualizar la reforma política. 
Dentro de los polémicos puntos de vista que se presentan entre los autores se 
encuentra la visión que ha presentado tradicionalmente la reforma como antíte-
sis de revolución –comprensión en cierta medida obsoleta, al menos no muy 
usual en los momentos actuales y acepción tradicionalista del término–. Desde 
esa óptica la revolución se define como un cambio más raigal, frontal y violento, 
rasgo este último sobre el cual también se puede polemizar.

Este autor comprende el término reforma desde la perspectiva teórica marx-
ista clásica que elude la absolutización y precisa de mayor socialización de 
experiencias contextuales, sin perder el norte de lo genérico. Reformar es cam-
biar, transformar un estado de cosas que necesita ser desarrollado y perfeccionado 
en pos de los objetivos sociales más amplios. La reforma, para algunos estudi-
osos, es un cambio en el cual se limita el poder de grupos hasta entonces 
privilegiados y se mejora la situación de otros que carecen de esos privilegios. 
Más concretamente, la reforma política es un cambio que, para muchos investi-
gadores, es limitado, gradual y controlado; puede modificar aspectos básicos de 
la convivencia social y afectar fenómenos y procesos constitucionales, institu-
cionales, electorales, las políticas de gobierno, el liderazgo político de la sociedad 
y cualquier componente del sistema político: institucional, relacional, regulador 
o concerniente a la cultura y la ideología políticas. “En las condiciones de la 
transición política al socialismo (Vilá Blanco 2006a; 2006b) –que es un proceso 
revolucionario por antonomasia– las reformas. . . también son válidas. . . y, en 
este caso, se convierten en correctoras, rectificadoras de determinados procesos 
cuya marcha no satisface las exigencias de esa transición, o cuyo desarrollo ha 
tomado una dirección equivocada, o necesita de medidas demandadas por sec-
tores poblacionales o por el propio proceso de autodesarrollo y 
autoperfeccionamiento del sistema político, entre otras posibles causas. Por eso, 
ellas se articulan dentro del contenido de la revolución y del sentido de desena-
jenación que les asiste como proyecto alternativo al capitalismo” (Duharte Díaz 
y Vilá Blanco 2010, p. 24).

Estos ejes epistemológicos y conceptuales deben guiar el tratamiento de la 
reforma electoral como un tipo específico y muy influyente de reforma política. A 
ella le son aplicables algunas reglas claves identificadas por varios investigadores 
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en América Latina para las reformas políticas en general: hay que saber determi-
nar qué reformar y para qué hacerlo. La transparencia, la honestidad y la 
austeridad deben presidir las reformas. Estas deben dirigirse contra cualquier sub-
terfugio que anide la corrupción en los partidos, otras organizaciones, las 
instituciones y los políticos. Deben ampliarse a cualquier esfera política específica, 
según las necesidades concretas del sistema político. Deben exigir la rendición de 
cuentas real de los servidores públicos. Las reformas no pueden quedarse en los 
diseños, en los ejercicios retóricos o formales, sino que deben conducir a más 
democracia, a cada vez mayor y más efectiva participación política. Ellas deben 
aplicarse en el justo momento, cuando las demandas sociales objetivas y subjetivas 
las plantean como prioridad y, no deben postergarse innecesariamente. Su análisis 
científico exige observar los momentos de conflictos, crisis, complejidad, caos e 
incertidumbre en el abordaje epistemológico de los procesos sociopolíticos3.

Proyección reformadora del sistema político, nueva constitución de 2019 y 
posible camino a un nuevo sistema electoral

No es posible en este artículo detenerse en un esbozo del surgimiento y desar-
rollo del sistema electoral4 en el período revolucionario cubano; sobre ello se ha 
escrito en diferentes materiales precedentes, donde también se ofrecen propues-
tas a futuro5. Es esencial ahora ubicar este tema en el contexto económico y 
político cubano más reciente y referirse a los asuntos que conciernen directa-
mente a su posible transformación.

En el proceso complejo de las transformaciones de los últimos años en Cuba se 
ha mostrado falta de integralidad, lo que ha provocado improvisación, ingenuidad 
y baja percepción de riesgos; ello fue reconocido por el propio presidente Raúl 
Castro (Castro Ruz 2018). Acontecimientos importantes acaecieron en los años 
2018–2019 que han intentado comenzar a resolver ese problema: el referendo por 
la nueva Constitución de la República (2019), la aprobación de la nueva Ley 
Electoral (mismo año) y la celebración del VIII Congreso del Partido Comunista 
(abril de 2021); este último evento actualizó los documentos programáticos 

3	 Hay otros conceptos importantes vinculados al sistema y a la ley electorales que 
tienen expresión directa o indirecta en ellos, cuyo análisis detallado no se ha plan-
teado como objetivo de esta exposición y exigiría un espacio mucho mayor que el 
disponible para este material.

4	 El sistema electoral es subsistema en relación con el sistema político en su conjunto; 
este último – el subsistema político – lo es con respecto al sistema social como totali-
dad. Tanto uno como el otro son considerados también sistemas (sistema electoral y 
sistema político) por la relativa autonomía que les es inherente.

5	 Algunas referencias, del mismo autor de este artículo: Duharte Díaz (2008; 2014; 
2018).
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fundamentales (Conceptualización del modelo económico y social de desarrollo 
socialista y Lineamientos de política económica y social entre 2021 y 2026) y 
ofreció algunos nuevos enfoques referidos a los cambios actuales en Cuba.

En lo que respecta a la Ley Electoral, por sus claras implicaciones sociopolíti-
cas exige, en su elaboración, que se tengan en cuenta las diferentes condiciones 
y los factores sociales diversos que están presentes e influyen sobre los fenó-
menos y procesos que ella refleja. No hay dudas que para su elaboración es 
crucial tener en cuenta algunos asuntos de importancia vital para que la misma 
pueda legitimarse; por ejemplo, la necesidad de democratización permanente de 
la política y búsqueda del consenso político; el estudio de la psicología social y 
política de los diferentes sectores poblacionales para conocer sus preocupa-
ciones, percepciones, inclinaciones, los tipos de actitudes hacia la autoridad 
prevalecientes en una sociedad, la previsión cada vez más rigurosa de las proyec-
ciones de la conducta social y política de los ciudadanos; la comprensión de que 
la elección de representantes es un problema de valoración de liderazgo, morali-
dad, instrucción, capacidad de gestión, oratoria. . ., pero también de gusto, 
proyección de imagen, dramaturgia, espectacularidad y, sobre todo, de sensibili-
dad de los posibles candidatos; el conocimiento de las redes –a veces 
“invisibles”– que interactúan en el tejido social con intereses de poder, acom-
pañadas de mitos y símbolos que influyen de manera relevante en el pensamiento 
y comportamiento políticos; y otras cuestiones de importancia. Ello nos conduce 
al convencimiento expresado de que en auxilio del Derecho deben acudir nece-
sariamente las otras disciplinas para un mejor diseño de los sistemas y procesos 
electorales y de los instrumentos legales que los respaldan.

Algunas premisas fundamentales para el desarrollo político integral de la nación, 
observadas como sus posibles tendencias y que tienen especial influencia en la con-
formación y funcionamiento del sistema electoral, aparecen sintetizadas en una 
publicación anterior publicada en esta propia revista (Duharte Díaz 2018).

Ahora se pretende aportar una propuesta de respuesta a la interrogante sigu-
iente: ¿Cuáles son las reformas electorales posibles en la Cuba de hoy?

Vale subrayar que el sistema electoral cubano tiene características democráti-
cas esenciales (al menos en el aspecto legal-racional) que han regido durante las 
últimas décadas en Cuba, reformadas algunas en 1992. De ellas interesa destacar 
dos: una, el establecimiento –con la reforma constitucional y la Ley electoral de 
1992– del voto libre, directo y secreto de toda la población para elegir a los del-
egados a las asambleas provinciales y a los diputados a la Asamblea Nacional, 
complementando la ya establecida desde 1976 elección directa de los delegados 
municipales o de base (de circunscripción). Ello fue, en opinión de este autor, la 
reforma política de perfeccionamiento democrático de mayor trascendencia de 
los años 90 en Cuba. Segunda característica a resaltar: el sistema y su desarrollo 
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han generado altos índices de participación en todos los comicios; garantizan 
una composición social, profesional y política representativamente popular de 
las asambleas a todos los niveles; sin embargo, hay que atender la leve –pero 
sostenida– tendencia decreciente en este tipo de participación electoral que se ha 
establecido en los últimos procesos comiciales.

Evidentemente, no todos los postulados tienen una manifestación cabal en la 
práctica; hay algunas formulaciones políticas y legales ambiguas y, en ocasiones, 
se generan intentos, abiertos o solapados, de eludir la legalidad por directivos o 
funcionarios de comisiones y organizaciones. Las principales insuficiencias del 
sistema se reflejan en varios aspectos que, en esencia, se expresan a través del 
balance crítico que se intenta realizar en este texto.

En síntesis, el sistema electoral actual ha desempeñado un papel positivo en 
etapas anteriores del proceso de democratización política; sin embargo, hoy se 
encuentra ante el dilema de la renovación permanente –por vía ampliamente 
democrático-participativa– o deslegitimarse en gran medida, lo que incluye, por 
supuesto, la Ley Electoral6.

Para ello es importante considerar que la reforma a la Ley Electoral –más bien 
su sustitución por una nueva– debe ser parte de un proceso más integral de per-
feccionamiento del sistema político en su conjunto y de un transcurso sistémico 
de pensamiento y transformaciones sociales democráticos que permitan evitar la 
improvisación, para que una nueva Ley no “choque” luego con otras modifica-
ciones imprescindibles en la estructura y funcionamiento del Poder Popular y de 
todo el sistema político. Lo que se propone es pensar la nueva Ley Electoral no 
como ente aislado, sino en su vinculación e interacción con los demás compo-
nentes del sistema político en tanto fenómenos en transición, sujetos también a 
cambios en el futuro inmediato, por lo que hay que tener en cuenta sus posibles 
transformaciones las que, a la vez que recibirán el impacto de las modificaciones 
al subsistema electoral, estarían influyendo igualmente sobre este. Esta fue una 
recomendación ya reiterada, especialmente en 2018, que no tuvo suficiente eco 
en los decisores al formular y aprobar la Ley Electoral de 2019.

En consonancia con ello, resulta de gran importancia una visión más detal-
lada y precisa de las propuestas de posibles nuevas reformas al sistema electoral7 

6	 La nueva Constitución que se sometió a referendo en 2019, en su Disposición 
Transitoria Primera, estableció que antes del plazo de seis meses después de haber 
entrado en vigor, la Asamblea Nacional del Poder Popular aprobaría una nueva Ley 
Electoral. Esto se hizo (más adelante se realizan valoraciones al respecto).

7	 Varios economistas, sociólogos y politólogos cubanos y de otras naciones han reali-
zado recomendaciones, las que se pueden consultar, entre otras fuentes, en Socialism 
and Democracy (2010; 2016).
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que podrían aportar, particularmente, al proceso de elaboración de una nueva 
Ley. En esta exposición hay aspectos puntuales que podrían no concernir, en 
estricto sentido, a la Ley, pero son parte del contexto y de las condiciones y fac-
tores concomitantes. Por otro lado, fue declarada la intención de presentar las 
posibles reformas en su dimensión política integral, que no se limiten a lo que 
competa específicamente a la Ley Electoral. Atendiendo a las potencialidades no 
aprovechadas en 2019 y, dadas las nuevas complejidades del contexto socioec-
onómico, político, cultural e ideológico cubano, es recomendable comenzar a 
trabajar en esa nueva ley que refuerce el consenso nacional o, lo que es lo mismo, 
la relegitimación permanente del sistema político.

A saber:

A)	 Debe desarrollarse el fortalecimiento y sistematización de la práctica política 
de renovación periódica –incluyendo el paulatino rejuvenecimiento- no solo 
de todas las instancias del Estado, sino también de todos los componentes 
del sistema político, de todos los cargos (electivos o no) y más amplitud en 
cuanto a las proporciones de la renovación.

Ello dinamizaría el sistema político a todos los niveles, contribuiría a la nece-
saria renovación de ideas acerca del socialismo, favorecería el intercambio de 
experiencias y preparación de los cuadros jóvenes en convivencia con las genera-
ciones mayores, así como estimularía el surgimiento de nuevos estilos y métodos 
de dirección y gestión políticas más democráticos, reales, visibles y convincentes.

Es imprescindible promover la legislación y normativas que precisen en concreto 
cómo instrumentar esta reforma –esbozada parcialmente y con cierta ambigüedad 
en los Objetivos de trabajo aprobados en la Primera Conferencia Nacional del 
Partido (Partido Comunista de Cuba 2012, p. 7, objetivo no. 76) – para garantizar 
una real, efectiva y verdaderamente periódica renovación de todos los cargos 
administrativos, de gobierno y de las organizaciones políticas y de masas. Es posi-
tivo que la nueva Constitución estableciera límites de edad y de los períodos en que 
podrán ejercer su mandato el presidente de la República y algunos otros cargos 
públicos. Este fue también –y sigue siendo– un punto de controversia. A este autor 
le parece adecuado el procedimiento aprobado y considera que deberían establec-
erse tales límites para otros cargos como el de Primer Ministro, presidente de la 
Asamblea Nacional, gobernadores y otros puestos de alto nivel.

La instrumentación de la política sugerida por el Partido sobre los límites de 
edad y de mandatos y su respaldo legal deberán ser bien diseñados, pues aún no 
queda claro cómo articularla con otra prevista en el propio documento mencio-
nado acerca de “rotar selectivamente a los dirigentes entre los cargos 
administrativos, de gobierno y las organizaciones políticas” (Partido Comunista 
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de Cuba 2012, p. 7, objetivo no. 80), ni tampoco el tiempo total para per-
manecer en varios cargos de dirección aún no regulados, en qué períodos o 
plazos podría postularse y la definición de cuáles considerar “cargos fundamen-
tales”. La legislación y normativas que correspondan, incluyendo las electorales 
en lo que les competa, deberán esclarecer tales propósitos.

B) 	 Ampliar los mecanismos de elecciones directas por los ciudadanos.

Este es un procedimiento que aún cuenta con muchas potencialidades por 
explotar, no solo en los órganos del Poder Popular (órganos de gobierno), 
sino también en las organizaciones partidista, juvenil y de toda la sociedad 
civil8.

En la consulta popular sobre el anteproyecto de Constitución muchas per-
sonas consideraron importante proponer la elección directa de los nuevos 
gobernadores y vicegobernadores provinciales –figuras que aparecen en la 
nueva Constitución, por primera vez en la experiencia cubana– propuesta que 
este autor comparte. La Comisión redactora no lo estimó pertinente. En el 
proyecto que fue a referendo se reflejó otro procedimiento: la elección de esos 
cargos por votación de los delegados de las asambleas municipales del Poder 
Popular correspondientes. Ello es, sin dudas, una mejor solución que la pre-
sentada en el anteproyecto, pero, igualmente, resulta una forma de elección 
indirecta. Por otro lado, si fueron suprimidas las asambleas provinciales –con 
lo que también se está de acuerdo– hubiera sido conveniente introducir alguna 
otra forma de elección similar (directa). En síntesis, fue suprimida la figura de 
delegados provinciales (representantes a ese nivel) que eran electos directa-
mente, y se incluyeron nuevos cargos para esa misma instancia a los que no se 
les aplica tal forma de elección; con ello se pone la nueva Ley en desventaja 
con respecto a la anterior.

Se presenta, entonces, otra problemática: la facultad de proponer a las perso-
nas para su elección en esos cargos es del presidente de la República9. Habrá que 
consultar a los juristas: ¿tendría cabida una interpretación de este precepto que 
permita establecer que las asambleas municipales nominen a los candidatos para 
esos cargos a partir de las diferentes propuestas del Presidente? Una fórmula de 
este tipo sería más legítima, se correspondería mejor con la intención de otorgar 
mayor autonomía –léase poder real en sentido político– a los municipios y, evi-
taría que las asambleas municipales queden privadas de la capacidad de nominar 

8	 Uno de los apartados finales del artículo precisa esta problemática.
9	 En la consulta popular se realizaron propuestas discordantes de este criterio.
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a los candidatos para el nivel provincial10. En la práctica política real es reco-
mendable no restar poder a las asambleas municipales para sumarlo a otras 
instancias, aunque ella sea la nueva figura del presidente de la República.

Pero surge otra pregunta: ¿cuáles son los cargos que pudieran ser objeto de 
elección directa? Hay muchas polémicas al respecto; también las hubo en la 
consulta popular. Pero, además, existe un déficit esencial: el proyecto final que 
se llevó a referendo no ofrece nada nuevo en el plano de las elecciones directas 
como tendencia necesaria de desarrollo político; al contrario, retrocedió en este 
aspecto, por lo que la innovación política –tipo peculiar de innovación social– 
no ha hecho acto de presencia11.

Otro asunto importante a considerar es el tipo de candidatura. Se insiste desde 
este escenario en promover en los procesos electorales cubanos candidaturas abier-
tas con, al menos, dos candidatos fuertes12 para cada cargo. Sería muy conveniente 
hacerlo en el caso de los gobernadores, vicegobernadores, presidentes y vicepresi-
dentes de las asambleas municipales, pero también –y no sería dañino para el sistema 
político– ejecutarlo en los casos del presidente y vicepresidente de la República, el 
presidente de la Asamblea Nacional y su Consejo de Estado, y el Primer Ministro.

Tales procederes –elección directa y candidatura abierta- deberían ser consid-
erados también por las organizaciones políticas y de masas en sus estatutos o 
reglamentos. Nada impide que se les pueda realizar tal recomendación o que, de 
su propio seno, aparezca esa iniciativa, más allá de que concierna o no a la Ley 
Electoral. Sería un reflejo de la necesaria integralidad del análisis político y del 
necesario reforzamiento del sistema político en su conjunto.

C) 	 El nuevo texto constitucional extendió el mandato de los delegados munici-
pales, de dos años y medio (como era antes) a cinco años, decisión que 

10	 Las asambleas municipales no nominaban a los candidatos a presidentes y vicepresi-
dentes de las asambleas provinciales, pero sí a sus candidatos a delegados que, una 
vez electos directamente por los distritos electorales correspondientes, eran la fuente 
inmediata para elegir esos cargos.

11	 En la consulta popular se emitieron varias alertas al respecto.
12	 El término fuerte sugiere aquí rechazo a una manifestación de formalismo que 

muchas veces afecta a las candidaturas. Varios estudios realizados indican que el 
elector –ya adelantado políticamente- prefiere el reto de no solo elegir entre dos 
candidatos, sino que estos estén en igualdad de condiciones (sean equivalentes). Tal 
procedimiento no se recomienda solo por su utilidad para una candidatura especí-
fica, sino porque mostraría también las potencialidades de un sistema político que 
cuenta con varios líderes reales (y no formales) capaces de asumir ese u otro cargo 
de envergadura y contribuir en diferentes esferas y territorios a la consecución de sus 
objetivos socialistas revolucionarios. Ello también fortalece la legitimidad. 
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satisface la propuesta que este y otros autores hicieron en estudios y publi-
caciones anteriores.

Ello significa una mayor preparación de los mismos en la práctica política y 
un aprovechamiento superior de su experiencia en la gestión representativa, par-
ticipativa y deliberativa del Estado. Igualmente, sería de gran significación 
realizar un trabajo más activo de concientización de los electores de que se 
necesita proponer y nominar candidatos a delegados de mayor experiencia, nivel 
de instrucción, preparación ética y política para enfrentar las complejas tareas de 
su demarcación. Sería esto válido también para la proposición de los candidatos 
a diputados –si se les diera a los electores esta posibilidad–. Ambas propuestas 
redundarían en un fortalecimiento de las asambleas municipales del Poder 
Popular como máxima autoridad local estatal y la única autorizada por la Ley 
Electoral para nominar candidatos a representantes populares para el nivel 
nacional13 lo que, a su vez, contribuiría al fortalecimiento de la autonomía 
municipal.

D)	 La tendencia general al fortalecimiento del papel político de los colectivos 
laborales demanda la necesaria complementación, no lograda en las experi-
encias socialistas, del principio territorial de representación con el laboral 
(Limia David 2000).

Las transformaciones económicas que se han implementado desde los años 
90 y las que deberán seguir produciéndose dan cuenta de nuevos actores 
económicos y sociales. La representación laboral significaría, concretamente, la 
elección de representantes populares (delegados y diputados) en las empresas y 
entidades más importantes de los diferentes territorios o del nivel nacional, lo 
que contribuiría a otorgar más autoridad a los colectivos correspondientes y 
favorecería un mayor control popular por parte de las asambleas sobre la activi-
dad de esas instituciones.

Se debate acerca de que las formulaciones constitucionales actuales no facili-
tan tal reforma. Por eso, mientras sean posibles nuevos cambios a la Constitución, 
resultaría muy importante valorar la posibilidad de estudiar la estructura, fun-
ciones, normas y desempeño práctico de la Central de Trabajadores de Cuba 
(CTC) y sus sindicatos, así como sus relaciones con otros componentes del sis-
tema político, de manera tal que ofrezca una contribución más real y legítima a 
la representación efectiva de los trabajadores, a que estos ejerzan el poder real de 

13	 Por la Ley anterior lo hacía también para el nivel provincial. Y podría retomar esa fun-
ción si, en una nueva reforma, se observan las recomendaciones hechas en este texto.
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control popular, exijan a las administraciones y otros servidores públicos la ren-
dición de cuentas ante los colectivos laborales y abran posibilidades de otorgar 
mayor poder a estos últimos en la designación y/o elección de cargos de la 
administración pública. Un objetivo primordial sería el fortalecimiento de los 
actores económicos y políticos socialistas.

E) 	 Corregir la conformación de las comisiones de candidatura y sus 
funciones.

Hay muchas opiniones que abogan por suprimirlas14. La nueva Ley las man-
tiene. Sin embargo, no se asimilaron propuestas de la consulta popular sobre el 
anteproyecto de Constitución en el sentido de lograr mayor flexibilidad en la 
selección de sus miembros, manteniendo a los representantes de las organiza-
ciones de masas, pero integrando a otros componentes de la sociedad civil, así 
como a especialistas con sólida formación científico-política, jurídica y ética, de 
prestigio nacional o local, como miembros plenos o asesores directos y efectivos 
de esos órganos, con voz y voto. La nominación deberá estar precedida por más 
transparencia en el trabajo de las comisiones de candidatura, especialmente en 
su relación con el pleno de las asambleas municipales.

Es vital la mayor democratización del procedimiento para la elaboración y 
modificación de las candidaturas promoviendo, entre otros aspectos, la idea ya 
expresada de que estas sean abiertas y, por otro lado, restableciendo el papel 
decisivo de las asambleas municipales no solo en la nominación de candidatos a 
diputados, sino también en la proposición de los mismos. Es aconsejable evitar 
que las comisiones de candidaturas “monopolicen” la potestad de proponer y 
que las asambleas –máximo órgano de poder en el territorio– carezcan de ella. 
Fue esta una formulación desacertada de la Ley Electoral de 1992 y que no resu-
elve la nueva Ley.

F)	 Se impone el necesario incremento de la integración de los delegados de base 
(municipales) al órgano legislativo nacional15 estableciendo, en una nueva 
Ley Electoral, el crecimiento de esa proporción en más del 50 por ciento 
(preferentemente en dos tercios).

14	 Los principales argumentos sugieren eliminar cualquier mediación que, como es el 
caso, limitan la acción directa del electorado e, incluso, de sus representantes en la 
proposición de candidatos como derecho político. 

15	 Esta idea se referirá solo al máximo órgano de poder del Estado al haberse suprimido 
las asambleas provinciales del Poder Popular, pero recuperaría fuerza si se tienen en 
cuenta algunas propuestas novedosas en posibles nuevas reformas.
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En estos dos últimos aspectos la Ley Electoral de 1992 retrocedió con respecto 
a la anterior (García Brigos 1998). Ya se analizaron las comisiones de candida-
tura. En cuanto a la representación de los delegados municipales, la ley anterior 
establecía, al menos, un 50 por ciento de su presencia en los órganos legislativos 
provinciales y en el nacional, lo que condujo a quedarse en niveles de alrededor 
del 46 por ciento o menos. Para las decisiones políticas estratégicas que debe 
asumir un parlamento en el socialismo no es una disminución porcentual despre-
ciable. La Ley electoral actual plantea “. . .hasta un cincuenta (50) % del total 
de candidatos que le corresponde elegir. . .” (Gaceta Oficial de la República de 
Cuba 2019). Una nueva Ley debería favorecer un mayor poder de las asambleas 
locales y restablecer normas inviolables en este sentido. Ello evitaría cualquier 
tendencia a disminuir la representatividad de los delegados locales en la Asamblea 
Nacional y obstaculizaría cualquier posición elitista, ya sea abierta o solapada. 
La decisión de elevar a 5 años el mandato de estos representantes populares (el 
mismo que los diputados) debe garantizar, igualmente, estabilidad de ellos en el 
Parlamento.

G) 	 Como reforma política integral –que incluye lo electoral- es necesario un 
vínculo más estrecho de los diputados con los territorios por los cuales son 
electos, lo que ha sido reforzado, en alguna medida, en el proyecto de nueva 
Constitución.

Los estudios realizados –incluyendo análisis comparativos con otros sistemas 
políticos– apuntan a la conveniencia de no nominar candidatos a diputados por 
demarcaciones en que no residen pues, como norma, no tienen el mismo nivel de 
aceptación popular y carecen de sentido de pertenencia a las comunidades que 
representan –más allá de los intereses nacionales que integran–; a la vez, ello 
implicaría un mayor control de los representantes a todos los niveles por sus 
electores16. Hay que suprimir el formalismo de la representación por territorios; 
esta, a la vez que no puede dejar de dar prioridad a los intereses nacionales, tiene 
que ser consciente de que las preocupaciones, tradiciones, psicología social y 
demandas locales no se pueden obviar.

Igualmente, resulta altamente conveniente en sentido legitimador, promover 
en una nueva Ley que los electores a nivel de circunscripción (barrios y comuni-
dades) hagan propuestas directamente no solo de candidatos a delegados 
municipales, sino también de diputados. Una fórmula menos democrática, pero 

16	 Ampliaciones de los criterios sobre el tema se puede ver en García Brigos (1998: 
100–8) and Duharte Diáz (2018).	
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también plausible, sería conceder esta potestad a los consejos populares. Esta es 
una iniciativa también desaprovechada en la elaboración de la Ley vigente.

Lo mismo se piensa con respecto a la postulación –en los llamados plenos 
nacionales de las organizaciones– de candidatos a diputados que no son delega-
dos de circunscripción; ellos constituyen –tendencia negativa– más del 50 por 
ciento de las asambleas a ese nivel. ¿Por qué su proposición no es resultado de 
un amplio proceso electoral desde las bases, para que sea más legítimo? Otras 
organizaciones de la sociedad civil cubana podrían desempeñar un papel activo 
en tales desarrollos. Estas propuestas fortalecerían la legitimidad de los diputa-
dos y de la Asamblea Nacional en su conjunto.

H) 	 Posibilidad de establecer, durante las elecciones generales, un tiempo mayor 
entre la elección de los delegados municipales y la votación por los 
diputados.

¿Qué ventajas tendría tal reforma? Habría una mayor toma de experiencia 
práctico-política de los primeros –que en cada mandato son renovados en un 
porciento importante–, garantizaría un conocimiento mayor de los candidatos a 
diputados por parte de las asambleas municipales y del electorado, y estos dos 
últimos actores realizarían, respectivamente, una nominación y elección más 
consciente y efectiva de sus representantes a la Asamblea Nacional.

I) 	 Otro tema de interés es el de los tipos de autoridades a elegir.

No deben ser solamente los órganos representativos del Estado, sino también 
los directivos principales de diferentes organismos e instituciones estatales, 
incluidas las universidades. Abarcaría, además, a algunos de los otros miembros 
de los consejos populares que no son delegados. Tendría que observarse todo 
esto con carácter sistémico y, refrendar regulaciones constitucionales u otras que 
indiquen hacia un sistema de elecciones ampliamente democrático en las organi-
zaciones e instituciones de propiedad cooperativa o privada, en todas las organi-
zaciones y asociaciones, las empresas, la educación superior, y otras. En el caso 
de las instituciones universitarias, por ejemplo, hay una amplia experiencia 
internacional de elección de las autoridades principales, la que bien puede ser 
tenida en cuenta en la legislación cubana –de acuerdo a sus particularidades– 
dado el alto nivel académico, científico, político e ideológico alcanzado por los 
claustros universitarios.

Hay otros dos asuntos que han sido una especie de temas tabú en el país y que 
vale la pena analizarlos: uno es el financiamiento de la promoción electoral y el 
otro es el de los mecanismos para dar a conocer a los candidatos propuestos para 
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cada cargo representativo del Estado. A continuación, una propuesta con un 
breve análisis.

a) 	 El financiamiento de la promoción electoral es un tema a debatir.

Sería suicida convertir el proceso electoral en el mercado político preval-
eciente en la teoría y la práctica liberales. Pero el Estado deberá seguir finan-
ciando esa actividad sin prejuicios; con las limitaciones racionales del país, pero 
estableciendo un presupuesto suficiente que garantice las necesidades de un pro-
ceso que necesita ser más visible, activo, convincente y hermoso en su sentido 
más integral. Hay que invertir en política e ideología para el bien del pueblo, 
pero con calidad, nivel científico-político, sin formalismo, sin teque17, con dis-
cursos y campañas que incluyan las consignas necesarias, pero acompañadas del 
argumento que convence y atrae, con creatividad, espíritu innovador y sensibili-
dad. Si la política aspira a conquistar a los individuos, entonces tiene que con-
vencerlos, ofrecer argumentos sólidos, ser objetiva, basarse en la realidad global 
y contextual, reflejar las necesidades y aspiraciones de la gente, ser dirigida y 
practicada por mujeres y hombres honestos, consagrados a la causa de la igual-
dad y la justicia social, caracterizados por una profunda ética cívica.

b) 	 Los mecanismos para dar a conocer a los candidatos para cada responsabili-
dad deben ser más novedosos y creativos.

Este investigador no los visualiza, por supuesto, como campaña promove-
dora de la competencia despiadada mostrada por esa suerte de “mercado 
político” o “empresa política electorera” capitalista; ni tampoco como un espec-
táculo político exotérico, trivial y vacío, repleto muchas veces de manifestaciones 
dramáticas o tragicómicas, con amplios déficits de ética y moralidad. Pero sí 
comulga con la promoción que dé a conocer a los candidatos; que se pronuncien 
en actos públicos, sin demagogia y sin teque, con sentido de prosperidad, pero 
realista y sostenible.

Desarrollar propaganda electoral de mayor calidad, diseñada con sensibili-
dad, nivel artístico y el deleite que el socialismo debería provocar en todo terreno. 
Evitar lo que se puede denominar violencia propagandística, esa insistencia con-
stante y desmedida en un asunto público para llamar la atención del ciudadano 
–en este caso del elector– con los mismos o similares formatos, estilo y lenguaje, 

17	 El teque, expresión cubana, es una conversación larga y tediosa para convencer a 
alguien para que tome una acción determinada, según el Diccionario de la Lengua 
Española de la Real Academia Española (RAE).
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no siempre atractivos, lo que puede ocasionar el efecto contrario al que se per-
sigue. Publicar sobre los candidatos con gusto estético, uso correcto de la 
redacción, la ortografía y la mecanografía, con la proyección de una imagen 
agradable y el colorido adecuado. Garantizar a todos los candidatos o grupos de 
ellos una presencia equivalente en el escenario electoral.

Todos estos temas indican hacia lo imprescindible de observar el enfoque 
integral y multidisciplinario del análisis de los fenómenos y procesos de la 
política y la democracia para hacer recomendaciones prácticas efectivas a los 
organismos de Partido y Gobierno. ¿Podríamos no captar la importancia, por 
ejemplo, de la Economía, la Ética y la Estética Políticas en este último asunto 
que se ha expuesto? Igualmente ayudarían el Derecho, la Ciencia Política, la 
Filosofía, la Psicología, la Historia, la Sociología, la Antropología, la Filología y 
otras, siempre con enfoque integrativo.

Pero serían cruciales las Ciencias de la Comunicación –igualmente en interrelación 
con algunas de las mencionadas–. ¿Cómo comunicar los mensajes necesarios para 
preparar a la población con vista a los procesos electorales? No parece haber dudas 
en que la Constitución y la Ley Electoral son también instrumentos de comunicación 
política. Es necesario que los escenarios que se instalen por diferentes vías y medios 
para llamar a ese ejercicio democrático estén iluminados por una Estética Política 
promotora del buen gusto, de una imagen atractiva, de espectáculos seductores por 
su magia, su moralidad natural y una sensibilidad enorme frente a las perspectivas y 
mecanismos de solución de los problemas cotidianos del pueblo.

El contenido y la forma en que los políticos –o los organismos y organiza-
ciones políticas– trasmitan sus mensajes estarán impactando también la opinión 
pública. Podría avanzar, por ejemplo, la comunicación política, no solamente 
mediante un comunicado radial o un spot televisivo que aluda el tema –que, por 
demás, debe tener un profundo contenido argumentativo, basado no solo en la 
repetición de frases manidas o clichés–; un lenguaje asequible a la población, 
pero que promueva el uso de términos adecuados y una dicción correcta; y un 
bello y, por tanto, atractivo diseño. Hay que comunicar, en reuniones, asambleas 
y manifestaciones de cualquier tipo y nivel, mostrando comportamientos exposi-
tivos, gestuales y de tono que sean también interesantes, sugestivos, amenos, 
afectuosos, alegres, responsables, que inspiren y motiven la participación popu-
lar consciente.

El examen del sistema electoral no se agota con estos temas. Es importante abor-
dar otros tres que, aunque son de gran interés, no tienen aún todas las garantías ni 
soluciones adecuadas y muchos expertos y electores demandan su debate.

•• Uno es la revocación de mandatos. No se ha conseguido todavía legislarla ni 
reglamentarla de manera suficientemente precisa, ni en la práctica se 
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aprovechan sistemáticamente sus potencialidades. Latinoamérica ha ido ofre-
ciendo en este sentido algunas experiencias novedosas.

•• El otro está relacionado con la rendición de cuentas de todos los elegidos ante 
sus electores, que debe ser renovada radicalmente; convertirse en práctica de 
todos los dirigentes (electos o no) tanto de los órganos y organismos del 
Estado, como de las organizaciones partidista, juvenil, de masas y sociopro-
fesionales, ante los órganos representativos, ante sus organizaciones y 
directamente ante la población. Los diputados que no son delegados de base, 
si no rinden cuenta real y efectiva ante quienes los eligieron, pierden legitimi-
dad. El voto directo de 1992 no fue protegido por disposiciones y mecanismos 
de rendición de cuentas directa.

•• Y hay una tercera problemática de gran impacto y muy sensible en varios 
sentidos: el esclarecimiento del papel del Partido Comunista de Cuba en los 
procesos electorales y su democratización.

El perfeccionamiento del sistema político en Cuba exige esclarecer la relación 
entre el Partido y el Gobierno (en su sentido más amplio). Se trata de un asunto 
en extremo complejo, pues se refiere a cuestiones tales como: la unidad de poder, 
el régimen de partido único, la independencia del Estado, el precepto constitu-
cional con respecto al estatuto del Partido y otras problemáticas. Teóricamente 
el Partido realiza recomendaciones a los órganos y organismos de gobierno a 
todos los niveles del país para la toma de decisiones (al menos esa ha sido la 
concepción tradicional en la Revolución cubana) y son ellos los que deben 
asumir las disposiciones finales. Pero en la práctica política, ni en Cuba ni en 
ninguna experiencia socialista anterior, el partido comunista ha logrado plena-
mente la separación de sus funciones con las del Estado, muchas veces suplanta 
al mismo y, de hecho, asume el poder real por encima de sus organismos, órga-
nos e instituciones.

Aunque para muchos la salida está en la pertinencia de establecer en Cuba un 
sistema multipartidista, para otros tantos la solución se encuentra en el fortalec-
imiento del poder real de las instituciones públicas y sus representantes. Se trata 
de devolver el protagonismo –léase el mando real– al sistema del Poder Popular 
y, que el Partido se centre en la labor de movilización política, en el trabajo ide-
ológico integral con sus militantes y toda la población, en la influencia a través 
de sus militantes sobre todos los actores e instancias del sistema político para el 
logro de los objetivos socialistas.

Un ejemplo es el sistema electoral. Aún no están reguladas en la ley las 
acciones que debe realizar la organización como partido no electoral que, aunque 
teóricamente no postula candidatos –y, de hecho, no lo hace en determinadas 
fases del proceso, ni es su función organizar el proceso electoral– sí se involucra 
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en la aprobación de propuestas para determinados cargos. En cualquier relación 
política hay que reafirmar el principio de que los máximos reguladores del sis-
tema político son la Constitución y las leyes, y no puede haber ni organización 
ni directivo al margen o por encima de ellas. Ello se encuentra en la tradición del 
pensamiento político revolucionario cubano, y ha sido reafirmado con claridad 
por los principales líderes y otros actores políticos desde el propio proceso de 
elaboración de la primera Constitución socialista a mediados de la década de los 
años 70 del siglo XX18.

Una posible tendencia de desarrollo del sistema político cubano, de mucha 
influencia en este aspecto, es el perfeccionamiento de los mecanismos de democ-
racia interna en el Partido Comunista, de su estilo y métodos de trabajo, de la 
interrelación del mismo con los demás elementos del sistema político, y de estos 
últimos entre sí. A través de nuevas políticas el propio Partido podría proyec-
tarse más hacia la sociedad, ofrecer ejemplos de relegitimación, en especial en lo 
que se refiere a los asuntos electorales. Se considera también viable, como se 
señaló antes, que algunos posibles nuevos mecanismos electorales dentro del 
Estado (como la ampliación de las elecciones directas y la instrumentación más 
activa de las candidaturas abiertas) puedan aplicarse al Partido, así como a las 
organizaciones juvenil y de masas, como fórmulas revitalizadoras y legitimado-
ras, más allá de que pueda corresponder o no a la Ley Electoral establecerlo19.

La elaboración de una nueva ley electoral bien merece una 
consulta popular y un referendo (en lugar de las conclusiones)

Como criterio fundamental, indicador por excelencia del perfeccionamiento de 
la democracia y del desarrollo político en Cuba hay que continuar perfeccion-
ando de manera continua las formas, vías y mecanismos de participación popular 
no solo en las elecciones, sino en la elaboración y toma de las decisiones políticas 
estratégicas del país, sin formalismos, ni interferencias, ni excesivo tutelaje de los 
directivos, funcionarios u organizaciones políticas. ¿Cuáles serían los criterios 
para determinar la efectividad de la participación? Es un asunto no resuelto en 
esencia por las teorías liberales y el sistema capitalista; tampoco lo han hecho en 
toda su dimensión las Ciencias Políticas marxistas y las experiencias socialistas, 

18	 Pueden revisarse, por ejemplo, los discursos de Fidel Castro, Raúl Castro y Blas 
Roca en relación con el proceso constitucional y el perfeccionamiento del trabajo del 
Partido en esa época. Lo ha ratificado Raúl Castro en algunos de sus discursos como 
primer secretario del Partido.

19	 Una ampliación de este análisis puede leerse en Duharte Díaz (2018).
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aunque estas últimas hayan ofrecido algunos adelantos teóricos y ejemplos prác-
ticos en la consecución de ese ideal político.

Las experiencias más trascendentes de participación político-democrática que 
Cuba puede mostrar en todo el período revolucionario –sobre las que poco se 
habla tanto en el exterior como en el propio país– son, a juicio de este articulista, 
las siguientes: el proceso de elaboración, discusión y aprobación en referendo de la 
primera Constitución Socialista de Cuba entre 1974 y 1976 (Constitución de la 
República de Cuba 2010), la discusión política nacional alrededor del Llamamiento 
al IV Congreso del Partido Comunista en 1990 –que ya contenía un avance de las 
propuestas de reformas políticas y económicas para esa década–, el desarrollo de 
los parlamentos obreros en 1994 –expresión genuina, novedosa e inédita de la 
llamada “parlamentarización de la sociedad”20 – y el debate político nacional 
mediante el cual se sometió a examen el proyecto de Lineamientos de la Política 
Económica y Social del Partido y la Revolución entre 2010 y 2011 –manifestación 
de amplia participación ciudadana real y efectiva–21.

El más reciente proceso de elaboración y debate en consulta popular nacional 
del anteproyecto de nueva Constitución en la segunda mitad del año 2018 –
aunque pudo haber logrado un rigor superior en su realización-–una vez 
“coronado” con la aprobación de la Carta Magna en el referendo popular de 
febrero de 2019, bien puede ser comparado con aquellas y puesto a su mismo 
nivel, con lo que se convertiría en la reforma política y jurídica más importante 
de la sociedad cubana actual y marcaría el inicio de una nueva etapa de desar-
rollo del sistema político cubano22.

Las Ciencias Políticas cubanas deberían recomendar futuras formas y momen-
tos de aplicación de esas experiencias, como lo hicieron en relación con la 
consulta popular más reciente sobre la nueva Constitución de la República, y 
debería hacerse con respecto a la nueva Ley Electoral. Estas podrían ser 
aprovechadas y generalizadas en lo adelante en la continuidad de la 

20	 Los parlamentos obreros fueron asambleas de trabajadores (colectivos laborales de 
base) convocadas en 1994 por la Asamblea Nacional, con la novedad de delegarles 
parte de sus funciones en búsqueda del consenso – no alcanzado por ella- para la 
aprobación de las principales reformas económicas de los años 90. Luego convocó 
a una sesión especial para aprobar las reformas aceptadas por la mayoría de los 
trabajadores.

21	 Interés particular han tenido otras manifestaciones participativas como la discusión 
política nacional convocada por el presidente Raúl Castro el 26 de julio de 2007, y los 
debates nacionales por todos los trabajadores de los proyectos de Ley de Seguridad 
Social en y del nuevo Código del trabajo de 2013.

22	 Una propuesta de clasificación de cuatro etapas anteriores de formación y desarrollo 
del sistema político cubano puede leerse en Duharte Díaz (2000; 2014).
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actualización del modelo político cubano por los organismos e instituciones del 
Estado, las organizaciones políticas y de masas, teniendo en cuenta sus particu-
laridades y las enormes potencialidades que encierran la inteligencia y la 
capacidad de los hombres y mujeres de base, que no siempre se han tenido sufi-
cientemente en cuenta. Hay que continuar impulsándolas en futuros debates 
nacionales estratégicos, en los cuales todos los sectores y grupos sociales tienen 
mucho que decir, para construir consensos políticos nacionales sobre diversos 
temas y lograr una asunción más consciente, entusiasta y creativa de los asuntos 
que se promueven desde la dirección del Partido o el Gobierno. A las iniciativas 
“desde arriba” deben integrarse con más fuerza las propuestas “desde abajo”, la 
promoción de decisiones desde las bases del sistema político, desde la propia 
población a través de sus organizaciones y asociaciones.

Una nueva Ley electoral debería tomar un curso también relevante y aportar 
de manera trascendente al proceso de relegitimación de la Revolución cubana. 
Una consulta popular nacional sobre la misma podría ser la próxima dem-
ostración de la democratización creciente del proyecto socialista cubano.

Es conocido (y verificable) que el tema electoral es, entre los de carácter estricta-
mente político, el que más debate, polémica y producción científico-social ha 
suscitado en revistas y otros medios académicos, eventos nacionales e internacion-
ales, redes sociales virtuales y otros tantos espacios como los ya mencionados, desde 
años antes de promoverse la consulta popular sobre la Constitución.

No se cuenta con información pública acerca de la cantidad y calidad de las 
propuestas que el pueblo hizo en relación con el Título IX (Sistema electoral) del 
proyecto de Constitución y que, al decir de los representantes de la Comisión 
redactora en la presentación final ante la Asamblea Nacional, no fue modifi-
cado. Sin embargo, está claro que los electores en la consulta realizaron diferentes 
propuestas en relación con ese Título IX (con enfoque muy general en el ante-
proyecto) y dedicaron muchas discusiones y proposiciones acerca de artículos no 
contenidos en el mismo, pero que también tienen carácter electoral, como los 
referidos a la elección para diferentes cargos públicos. Por tanto, es recomenda-
ble que las múltiples propuestas publicadas, así como las proposiciones de la 
población en la consulta popular, sean conocidas y estudiadas –hayan sido 
hechas por vías formales o por las llamadas informales–. Algunas de esas elabo-
raciones han sido entregadas directamente a los organismos del Partido y el 
Gobierno, ya sea dentro de otros trabajos sobre temas más amplios como sis-
tema político o democracia, o en calidad de publicaciones sobre el sistema 
político y electoral cubano en revistas especializadas.

Las opiniones que inundan el ciberespacio y otros sitios expresan diversas 
posiciones ideológicas y políticas, algunas contrapuestas. Así ha sido con los 
documentos políticos sometidos a consulta. Así está siendo desde hace mucho 
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tiempo con el sistema electoral –particularmente la Ley– y lo será con cualquier 
asunto de la sociedad, aunque no se convoque el debate por el Partido, el Estado 
y las organizaciones oficialmente reconocidas; efectivamente, este llamado no se 
ha hecho. Ignorar eso no es conveniente; abandonar espacios, tampoco.

En lo que a la técnica y los procedimientos se refiere, un factor a tener muy en 
cuenta sería definir previamente criterios sistémicos y coherentes para la medición 
y valoración del alcance del verdadero apoyo de la población a las diferentes pro-
puestas que se realicen en una consulta. Por una parte, no puede primar una visión 
aritmética del asunto, es decir, no se adoptan decisiones absolutizando el lado 
cuantitativo de la propuesta (cuántos la formularon), sino una integración de este 
con el cualitativo (qué calidad, léase alcance, profundidad, posible impacto social 
de la idea). Ello implicaría que una propuesta con menor cantidad de proponentes 
bien podría prevalecer sobre otra en la que se pronunciaron muchos más sin el 
suficiente argumento de acuerdo con los objetivos del proyecto social y político de 
que se trate. El número por sí solo, en este caso, no es argumento.

Pero hay otro “detalle” relacionado: se hace necesario observar mayor rigor 
metodológico y valorativo en el procesamiento, uso e interpretación de la infor-
mación estadística. No puede ser que, para arribar a una conclusión sobre 
determinado asunto, una pequeña cifra sea muy importante y, para otro, un 
número significativamente superior sea considerado insignificante –o que la 
valoración que se ofrece así lo indique– simplemente porque la segunda con-
clusión se ha establecido en base a parámetros y criterios de comparación 
diferentes a los de la primera, o han sido ubicados los asuntos en planos distin-
tos, siendo los dos asuntos de similar nivel de análisis.

Asimismo, es recomendable, como mecanismo de cuantificación de resultados 
–los que constituirán uno de los índices de análisis político– que se lleve el control 
no solo de cuántas personas realizaron proposiciones de cualquier tipo en difer-
entes asambleas, sino cuántas las apoyan; ello no se haría a manera de votación 
para aprobar o no la proposición que se hace (pues coartaría la libertad de pen-
samiento y opinión del ciudadano) sino para conocer la cantidad de electores que, 
en general, respaldan fórmulas reformadoras específicas (electorales, en el caso que 
nos ocupa). Este dato coadyuvará a la obtención de una visión más precisa del 
estado y tendencias de opinión sobre cada tema. Sobre este último procedimiento 
existen experiencias internacionales; también las hay en la práctica revolucionaria 
cubana desde mediados de los años 70 y en período más reciente.

Por todo ello, conocer y tener en cuenta el sentir de los diversos sectores del 
pueblo sería de gran utilidad para trazar la mejor estrategia de perfeccionami-
ento y relegitimación política permanentes mediante el subsistema electoral, que 
es una de las áreas donde se ejercen las mayores presiones para imponer modelos 
acordes al llamado “pensamiento único”.
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Ha sido una demanda reiterada por la población y fundamentada por varios 
sectores académicos, que la elaboración y toma de decisiones políticas en este 
ámbito no se limite a grupos de expertos –mucho menos pertenecientes a una 
sola área del saber– o a los órganos y organismos superiores del Partido y el 
Estado. Ello solo no es democracia. Las proposiciones deben ser resultado de 
una amplia consulta con la mayor cantidad posible de miembros de todas las 
organizaciones e instituciones, incluyendo la sociedad civil, lo que reforzaría el 
reconocimiento, credibilidad y aceptación del proceso de cambios y, prepararía 
mejor a la población para la guerra cultural que tiende a intensificarse.

Es factible, entonces, hacer de este proceso de construcción de una nueva Ley 
Electoral una experiencia igualmente trascendente de la práctica político-partic-
ipativa cubana.

Aunque ni la Comisión redactora del proyecto constitucional (ni tampoco la 
Asamblea) lo hayan tenido en cuenta en sus análisis como cuando propusieron, 
acertadamente, la Disposición Transitoria Décimoprimera para “en el plazo de 
dos años de vigencia de la Constitución, iniciar el proceso de consulta y refer-
endo del proyecto de Código de Familia, en el que debe figurar la forma de 
constituir el matrimonio”, el Partido y la Asamblea Nacional bien podrían con-
sensuar una propuesta de convocatoria a una consulta popular acerca de una 
nueva Ley Electoral cubana que es, seguramente, una de las leyes de mayor 
repercusión e impacto social, nacional e internacional. Lo que no se realizó con 
la Ley de 2019, bien vale la pena ejecutarlo en las nuevas condiciones de la Cuba 
de 2022, diferente y diversa, más asediada y resistente, firme en sus ansias de 
lograr un socialismo próspero, sostenible y más democrático, capaz de alcanzar 
la mayor justicia social posible.
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